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¿Codelco "fuera de control"?
El ministro de Minería debería fundamentar mejor los hechos que lo llevan a concluir tal diagnóstico, por sus evidentes

implicancias para la empresa. También cabría esperar del gobierno que proponga un plan de acción acorde con tal evaluación.

Y
a en la junta de accionistas que
celebró Codelco en abril, tanto
el ministro de Hacienda como
el biministro de Economía y
Minería expresaron cuestiona-

mientos a la administración de Codelco,
llamando la atención -entre otros aspec-
tos- sobre una caída del orden del 20% de
la producción en los últimos años, a pesar
de haber invertido US$ 17 mil millones, así
como por el alto nivel de endeudamiento
de la empresa. El titular de Minería incluso
ha ido más allá, expresando que la compa-
ñía está "fuera de control".

Sus dichos los volvió a ratificar luego de
conocidos los resultados de una auditoría
interna de Codelco, en la cual la empresa
admitió que hubo una desviación de la
producción de cobre en 2025. En total fue-
ron más de 26 mil toneladas que se repor-
taron como producidas, contraviniendo

las normas internas de la empresa, y que
equivalen al 2% de la producción propia de
Codelco informada el año pasado. Produc-
to de ello, un ejecutivo fue desvinculado y
varios amonestados, además de la presen-
tación de una denuncia ante la Fiscalía.
Esto se suma al accidente ocurrido en la
División El Teniente en julio pasado, don-
de fallecieron seis trabajadores. La investi-
gación posterior arrojó que hubo oculta-
miento de información, lo que implicó la
salida de varios ejecutivos.

No cabe duda de que el resultado de la
reciente auditoría constituye un asunto de
especial gravedad -diversos parlamenta-
rios ya están solicitando una comisión in-
vestigadora-, y es un hecho que la empresa
carga con costos crecientes en un contexto
de caída en su producción, lo que en parte
se explica por el retraso de sus proyectos
estructurales, los que a su vez han experi-

mentado importantes sobrecostos. A la luz
de ello, es un hecho que Codelco es una
compañía que enfrenta dificultades im-
portantes, y tratándose del principal activo
que posee el Estado es un imperativo que
las autoridades sectoriales busquen cau-
telar que la compañía sea administrada de
una manera óptima.

Con todo, el hecho de que el ministro de
Minería señale que la empresa "está fuera
de control" constituye sin duda un hecho
mayor, y desde luego no puede resultar in-
diferente que el propio controlador tenga
esa opinión. Tal diagnóstico sin duda tiene
implicancias, porque es evidente que para
cualquier proveedor, entidad financiera o
posible socio estratégico que busque rela-
cionarse con Codelco le tendría que llamar
la atención semejante cuadro.

Si el ministro efectivamente tiene tal
diagnóstico, tendría que explicar porme-

norizadamente qué hechos llevan a con-
cluir que se ha perdido el control de la ges-
tión, porque hasta ahora no es claro que
ello sea así. El gobierno ya tuvo que enfren-
tar un serio traspié cuando quiso instalar
el concepto de "Estado en quiebra", lo que
obliga a ser especialmente cuidadoso en la
forma que se comunica. Si bien Codelco
arrastra muchas dificultades, el diagnós-
tico del Ejecutivo no aparece congruente
con el hecho de que la firma estatal acaba
de crear una empresa conjunta con SQM
para la explotación de litio, algo que difí-
cilmente podría haber ocurrido si Codelco
estuviera fuera de control.

No solo se hace necesaria una mayor ex-
plicación; también cabría esperar que las
autoridades de Hacienda y Minería vayan
un paso más allá y propongan un plan de
acción para que Codelco salga de ese com-
plejo estado.

CARTAS
FORTALECER LA TRANSPARENCIA

SEÑOR DIRECTOR:
Un reciente estudio del Consejo para la Transpa-
rencia encontró que apenas uno de cada cinco
encargados de transparencia en organismos pú-
blicos se dedica exclusivamente a esa labor, y que
en un 34% de las reparticiones existe apenas un
funcionario para responder las solicitudes de ac-
ceso a la información. Dicho en simple: en muchos
servicios, la transparencia funciona con lo justo. O
incluso menos.

Esto trae al menos tres problemas. Primero, la
sobrecarga: quienes deben responder solicitudes
ciudadanas suelen compatibilizar esa tarea con
otras funciones, lo que inevitablemente afecta
tiempos y calidad de respuesta. Segundo, dificul-
ta la especialización: la integridad pública exige
conocimientos técnicos y criterios jurídicos que
no se improvisan. Y tercero, revela que muchas
instituciones no han logrado dimensionar el valor
estratégico de la transparencia.

La transparencia no es un trámite accesorio ni
una carga burocrática. Es una herramienta cla-
ve para fortalecer la confianza pública y prevenir
irregularidades. Cuando se descuida, terminan
apareciendo fiscalizaciones, incumplimientos y
eventualmente sumarios que podrían haberse
evitado con mejores capacidades institucionales.

En tiempos de creciente desconfianza hacia las
instituciones, fortalecer la transparencia no debie-

ra verse como un gasto, sino como una inversión
en legitimidad democrática.

Roberto Munita Morgan
Director de Administración Pública UNAB

EL COSTO SOCIAL DE LA INTOLERANCIA

SEÑOR DIRECTOR:
La reciente detención de un ciudadano chileno en
el aeropuerto en São Paulo, por realizar comen-
tarios racistas, homofóbicos y actos de violencia
contra tripulantes de vuelo, en viaje, abre una dis-
cusión urgente sobre los límites de la convivencia
y el respeto. Más preocupante aún resulta la ex- El foco dejó de estar en el éxito operativo y
cusa de haber estado bajo fármacos prescritos, pasó a la descoordinación institucional. Lo que

pudo proyectar cohesión estatal terminó pro-
yectando improvisación. Y la ministra que había
intentado instalar esa narrativa terminó dejan-
do el gabinete el mismo día. Ahí está una de las
principales debilidades del gobierno: incluso
cuando consigue resultados concretos, no logra
ordenar el relato. Las crisis no siempre nacen de
los fracasos, a veces es de la incapacidad de co-
municar bien los éxitos.

Isabel Margarita Silva Cox
Periodista, Master en Comunicac. Estratégicas

UN PROBLEMA URGENTE

SEÑOR DIRECTOR:
Tan urgente como puede ser que se abran los
malls en los días de elecciones, es que se avance
en la nueva ley de patrimonio cultural, que permi-
tirá una mejor gestión de los mismos, solucionan-
do uno de los grandes nudos de la permisología.
Hay urgencias y urgencias.

Juan Miguel de la Fuente
Máster en Conservación del Patrimonio

Arquitectónico

MEMORIA Y DATOS: LECCIONES DE
DESASTRES

SEÑOR DIRECTOR:
Hay que reflexionar sobre cómo aprendemos de
los desastres para reducir futuros impactos. Valo-

rizar y conservar la memoria de ellos es esencial
para la gestión del riesgo: permite comprender
sus causas, incorporar aprendizajes y fortalecer
las acciones preventivas. Y en todos esos ámbi-
tos, los datos son una pieza fundamental.

Con datos podemos analizar mejor las ame-
nazas, desarrollar modelos para comprender su
comportamiento y estimar su impacto. Eso es lo
que como Itrend estamos haciendo en un proyec-
to junto al Ministerio de Economía y su programa
DPS, donde integramos un modelo probabilístico
de riesgo de incendios forestales con una matriz
productiva para calcular su impacto y su efecto en
cascada hacia la economía del país. Entre sus prin-

cipales conclusiones, reveló que por cada peso

perdido directamente en el sector manufacturero
forestal, la economía chilena pierde 1,5 pesos de-
bido al encadenamiento productivo.

Con iniciativas como esta buscamos extraer
lecciones e información específica de los desas-
tres vividos, que permitan convertir la memoria
en evidencia para una toma de decisiones infor-
mada y avanzar hacia un país más resiliente. Así
podremos fortalecer las capacidades de gestión
del riesgo, optimizar recursos, desarrollar me-
jores políticas públicas y evitar disrupciones que
afecten la producción y el bienestar de las comu-
nidades.

Catalina Fortuño
Directora ejecutiva
Instituto para la Resiliencia ante Desastres

ESCUELAS PROTEGIDAS

SEÑOR DIRECTOR:
El proyecto "Escuelas Protegidas" busca resguar-
dar los entornos educativos y promover la sana
convivencia, un objetivo legítimo y necesario. Sin
embargo, centrar la prevención únicamente en
herramientas de seguridad y control puede ge-
nerar un desequilibrio en la manera de abordar los
conflictos escolares. Su antecesora, Aula Segura,
no logró los resultados esperados. Entre 2019 y
2025 (según un estudio de la UDD) se registraron
cerca de 2.500 expulsiones y se perdió la trazabi-
lidad de alrededor de 500 estudiantes, sin claridad
sobre si continuaron estudiando o desertaron. A
ello se suma que la Superintendencia de Educa-
ción reportó un aumento de 73% en las denuncias
por convivencia escolar durante el último año.

No podemos desconocer la necesidad de mejo-
rar la legislación. Escuelas Protegidas disminuye
la burocracia excesiva de Aula Segura e incorpo-
ra mecanismos de mayor celeridad y resolución
temprana de conflictos. En tiempos difíciles, urge
mejorar los mecanismos de protección. Sin em-
bargo, estas medidas solo serán sostenibles si
logran un equilibrio desde un enfoque multifacto-
rial, que no reemplace formación por sanción.

Carlos Arriagada-Hernández
Director Magister en Educación
Universidad Autónoma de Chile
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como si eso justificara relajar filtros personales y
permitir conductas discriminatorias o agresivas.

El problema es que eso pasa usualmente en
ambientes laborales donde justamente en ciertos
"ambientes de confianza" algunas personas sien-
ten que pueden hacer comentarios impresenta-
bles sobre colegas cuando no están presentes, o
se normalizan malos tratos bajo la idea de la cer-
canía o la presión laboral. Acá se evidencia que un
título no entrega educación, empatía ni valores.

Sin embargo, las leyes por sí solas no bastan.
Resulta indispensable fortalecer la educación en
respeto, convivencia y diversidad, especialmente
en espacios laborales donde persisten prejuicios y
prácticas excluyentes. La discriminación no desa-
parece solo mediante sanciones; también requie-

re un compromiso cultural y social que entienda
que la dignidad humana no admite excepciones.

Belén Aliste
Coordinadora del Área de Asesoría Laboral y
Negociación Colectiva en Provoste Matamala
Abogados

GOBIERNO PERDIÓ RELATO DEL
OPERATIVO

SEÑOR DIRECTOR:
La detención de uno de los principales líderes de
Temucuicui era uno de los golpes más importan-
tes que el Estado ha logrado en años en ese terri-
torio. Para una administración construida sobre la

seguridad y la recuperación del control territorial,
el escenario estaba dado.

Pero el gobierno tropezó exactamente donde
más problemas ha mostrado desde el inicio: las
comunicaciones. Mientras desde el Ejecutivo no
existía una narrativa institucional clara, la enton-

ces ministra Steinert intentó instalar el procedi-

miento como una señal política de "recuperación
territorial". Así no apareció como una narrativa
coordinada con Fiscalía y policías, sino como una

apropiación individual, adelantada y desalineada.
La respuesta del Fiscal Nacional (s) fue demo-

ledora: el operativo no había sido conocido pre-
viamente por el Ejecutivo. Una desautorización
pública en toda regla.
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